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Recordará la Academia que cuando en Enero del corriente 
año se publicó en la Gaceta de Madrid cierta sentencia, dictada 
por un Juez de primera instancia, sobre declaración de paterni­
dad natural, emití yo en breves palabras mis opiniones sobre 
este importante punto de Derecho; otros dos Sres. Académicos 
indicaron también las suyas con la misma brevedad que yo lo 
había hecho, y aun uno de ellos significó el deseo de que mis 
opiniones fuesen tema de examen en esta docta corporación. 
Llamó extraordinariamente aquel hecho la atención pública, y 
con especialidad la de los que profesan la ciencia del Derecho, 
no tanto por la calidad de las personas que en él figuraban, 
aunque muy respetables, como por la gravedad y trascenden­
cia de la resolución adoptada. 

Desde entonces tuve el propósito de escribir y leer aquí lo que 
pienso en esta materia, por si se juzga digno de atención ó por 
lo que pueda contribuir al triunfo de lo que en tan grave asun­
to considero que exigen los verdaderos intereses morales del 
país, en los que debe fundarse toda legislación. 

Dolorosas desgracias de familia y una enfermedad que me 
han tenido casi lo que va de año completamente alejado de 
todo trato, y sin la necesaria tranquilidad de espíritu, me im­
pidieron realizar aquel propósito hasta hoy, que puedo verifi­
carlo sometiendo á la mayor ilustración de la Academia las 
opiniones que sinceramente profeso. 

TOMO v 
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Ningún objeto ciertamente es más propio de las investiga­
ciones y deliberación de un Cuerpo que lleva por nombre Real 
Academia de ciencias morales y políticas, que todo aquello que 
se refiera á la organización de la familia, una de las bases fun­
damentales de la sociedad, y con el estado y derechos civiles 
de las personas. 

La lectura del documento al principio citado, provoca inme­
diata y directamente estas graves cuestiones, que, como desde 
luego comprenderá la Real Academia, tanto afectan á la tran. 
quilidad y unión de la familia y á los derechos de que cada 
uno de los individuos que la forman debe gozar. 

Es la primera de aquellas cuestiones la siguiente: en buenos 
principios de legislación, ¿debe permitirse la investigación ju­
dicial de la paternidad fuera de matrimonio? 

Segunda cuestión: considerado este punto del derecho civil 
histórica y jurídicamente, ¿se han admitido en algún tiempo, ó 
pueden admitirse hoy, con arreglo á nuestras leyes patrias, ta­
les investigaciones judiciales de la paternidad natural? 

Tercera cuestión: aun dado caso de que tales acciones sean 
admisibles según nuestro derecho, ¿pueden, deben serlo también 
respecto á personas que hayan muerto antes de que ninguna re­
clamación judicial ni aun extrajudicial se les hubiera dirigido? 

La resolución negativa de esta última pregunta es para mí 
de tan evidente justicia, tan conforme con la moral y con los 
principios esenciales del derecho universal, que ni aun la pre­
sentaría como cuestión, si no fuese porque este caso se ha dado 
en esa misma sentencia que da ocasión á este escrito, y por­
que se han visto admitidas y resueltas en otros, tales acciones 
contra los que ni existían , ni podían, por consiguiente, defen­
derse , ni aun habían dejado quien pudiera defenderlos en estas 
materias, propias de los actos más íntimos de la vida privada. 
En el lugar oportuno explanaré estas observaciones. 

En cuanto á la primera de las cuestiones propuestas, creo 
que los verdaderos intereses morales y políticos de cualquier 
país en que la familia esté organizada, en lo esencial por lo 
menos, como lo está en España, la paz, la tranquilidad de 
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ellas y la segundad de los derechos que á cada uno de sus in­
dividuos asignan las leyes, lejos de aconsejar que se admitan 
tales pesquisas sobre la paternidad fuera de matrimonio, exi­
gen imperiosamente que se prohiban y que se rechace ab initio 
toda acción judicial de esta clase que no se funde en el recono­
cimiento directo, explícito, solemne del padre natural. 

La cuestión no es nueva; ya empezó á tratarse á últimos del 
siglo pasado, y ha seguido tratándose en la mayor parte, si no 
en todas las naciones de Europa, como una de las más graves 
é importantes, por lo que afecta á la organización de la familia 
y á la moral pública; pero hoy las opiniones diversas que pu­
dieran existir se han uniformado de tal suerte, que puede ase­
gurarse ha llegado á ser una misma entre casi todos los gran­
des jurisconsultos de las naciones que tienen nuestro mismo 
origen, y de Alemania. 

Esta opinión, ya no sólo general, sino casi unánime entre 
todos los que con razón pasan por los grandes jurisconsultos 
de Europa, sin excluir á nuestra España, se ha llevado á la 
legislación positiva de todas las naciones que últimamente han 
reformado y codificado su legislación civil, sin exceptuar una 
sola, de tal suerte que la opiniou que sustento se apoya, no 
sólo en la doctrina, sino en lo que puede llamarse derecho uni­
versal europeo. 

No es extraño, antes por el contrario, muy natural, que así 
haya sucedido, porque los procesos á que tales acciones sobre 
reconocimiento de la paternidad fuera de matrimonio daban 
lugar , constituían un verdadero escándalo público, una ofensa 
á la moral, un mal ejemplo para las buenas costumbres, y 
acaso un incentivo y estímulo para las mujeres, que, olvidando 
sus deberes y estimando en más que su propia reputación y su 
decoro el interés material, buscasen en esas uniones ilícitas la 
seguridad de una cómoda y holgada subsistencia; así la han 
logrado algunas, y, como dice uno de nuestros primeros juris­
consultos contemporáneos, «en la legislación de un pueblo 
culto es un desorden y una vergüenza que se consientan y 
autoricen tales debates.» (Sr. Pacheco.) 
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Así es que al discutirse en el Cuerpo legislativo francés el 
título de la paternidad y de la filiación, decía con gran profun­
didad el tribuno Duveyrier: «La manifestación de un desorden 
oculto no es jamás para el interés social compensado por la 
reparación de un daño individual.» 

El orador del Gobierno Mr. Bigot-Préamenen decía también 
á este mismo propósito lo siguiente: «Desde hace mucho tiem­
po, en el antiguo régimen se levantó un grito general contra 
las pesquisas de la paternidad. Ellas exponían los Tribunales á 
los debates más escandalosos, á los juicios más arbitrarios y á 
la jurisprudencia más variable El hombre cuya conducta fuera 
la más pura, aun aquel cuyos cabellos habían encanecido en 
el ejercicio de todas las virtudes, no estaba al abrigo del ataque 
de una mujer impudente ó de hijos que le eran extraños. Este 
género de calumnia dejaba siempre rastros aflictivos. En una 
palabra, las pesquisas de la paternidad eran miradas como la 
plaga de la sociedad.» No invento la palabra, si parece dura: le 
fléan dice el original. 

No puede pintarse con mayor energía el efecto moral de tales 
procesos, y el estado de la opinión en Francia; opinión que, 
triunfando en el seno de la sociedad, se elevó á precepto posi­
tivo en el Código del gran Napoleón. 

Otro jurisconsulto de la misma época, Leharry, señalando 
el nacimiento de un hijo, fruto del incesto ó del adulterio, como 
una verdadera calamidad para las costumbres, que así la cali­
ficó , declaraba que, tan lejos de conservar los signos de seme­
jante origen, «sería de desear que pudiera extinguirse hasta su 
recuerdo. » 

Viniendo á tiempos más recientes, se ve que las opiniones 
dominantes en Francia sobre tan grave materia, y llevadas á 
su legislación civil hace más de setenta años, lejos de cam­
biarse ó debilitarse al menos, se han ido haciendo cada vez 
más generales en aquel país, se han confirmado más y más, y 
las han aceptado jurisconsultos en realidad eminentes (sin el 
abuso que de este calificativo se hace hoy) de pueblos de dis­
tinto origen, de civilización diversa y de principios legislativos 
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que difieren bastante de los que dominan en pueblos que han 
adoptado como principio generador de su legislación la romana. 

Así es que el sabio entre los sabios jurisconsultos alemanes, 
Savygny, planteando la cuestión en toda su altura, dice: « Un 
gran problema, un problema verdaderamente digno del estu­
dio de los publicistas, es si toda acción judicial motivada pol­
la cohabitación fuera de matrimonio , debe ser prohibida en el 
interés de las buenas costumbres,» y la resuelve afirmativa­
mente, si bien así este insigne jurisconsulto como otros sus coe­
táneos reconocen que esta opinión no había recibido una san­
ción uniforme en las legislaciones europeas. Así era, en efecto, 
en la época en que el sabio profesor de Marbourg y de Berlín 
escribía; pero, si viviese hoy, vería con gran satisfacción, sin 
duda, que su opinión se había llevado ya á todos los Códigos 
modernos de Europa. 

Acercándonos aún más á nuestra época, y pasando de Alema­
nia á Francia, vemos que otros dos grandes jurisconsultos que 
á la ciencia y á los estudios abstractos unían una larga y apro­
vechada experiencia, pues que ambos habían practicado la 
ciencia del Derecho y desempeñado sucesivamente uno el cargo 
de Procurador general, elevadísimo en Francia, como todos 
sabemos, y otro el de primer Presidente del Tribunal de casa­
ción, sostienen enérgicamente la misma opinión. Me refiero, 
como han comprendido ya, sin duda, los Sres. Académicos, á 
Mr. Merlin y á Mr. Froplong, el sabio expositor-del Código 
civil de Napoleón. 

Dice, con efecto, textualmente el último de los citados juris­
consultos : « La vida privada no debe entregarse á una intolera­
ble inquisición: el escándalo de las persecuciones trastornaría 
las familias. El orden público y el interés social no permiten 
penetrar en los secretos y las intimidades de la vida, y exponer 
á la publicidad au grand jottr las miserias de la conducta pri­
vada; la publicidad y la consagración oficial agravan el perjui­
cio y el daño de los desórdenes domésticos.» 

Mr. Merlin va más adelante, pues proponiendo la cuestión 
de lo que debería decidirse en el caso de ser demandado un 
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hombre sobre iudemuizacion de daños y pago de los gastos del 
parto, etc., de una mujer, reconociese ó hubiese precedentemente 
reconocido por escrito que él era efectivamente el autor del 
embarazo de la mujer soltera ó viuda que contra él promoviese 
tal acción, la resuelve diciendo: «Las leyes nuevas son mudas: 
nada dicen sobre esta cuestión; pero parece que debe resolverse 
por el principio de que no puede exigirse indemnización de 
daños, si no en razón de la no ejecución de un contrato, de un 
delito ó de un cuasi delito.» 

Tal vez parezca esta opinión demasiado extrema, y, sin em­
bargo, tiene sólidos fundamentos de derecho en la legislación 
romana. Si, con efecto, aunque se hubiese pactado entre el hom­
bre y la mujer el precio ó la remuneración, de cualquier espe­
cie que fuese, por la unión ilícita, sería nulo tal pacto como 
contrario á la moral y las buenas costumbres; si en él no po­
dría fundarse ninguna acción judicial, ¿cómo ha de nacer ésta, 
cuando nada se ofrecieron, nada estipularon entre sí para una 
unión que la ley civil no castiga, pero que tampoco puede 
aprobar ni proteger? ¿Ha de tener un hecho, ejecutado sin pro­
mesas ni pacto, más eficacia legal que el que se ejecutase con 
esta circunstancia? Parece que no. Y que tales pactos, segui­
dos de una unión ilícita, no tienen valor alguno en el orden 
civil, es de derecho universal desde los más antiguos tiempos; 
decía una ley romana: Si flagi/ii faciendi velfacíi cama concepta 
sit, stipullacio ab initio non valet. 

Y este principio se ha llevado á todas las legislaciones. No 
puede nacer de actos ilícitos de esta naturaleza, con tal que 
no lleguen á constituir delito ó cuasi delito, ninguna obliga­
ción de las llamadas perfectas, es decir, moral y civilmente efi­
caces, y que pueden exigirse ante los Tribunales. Lejos de opo­
nerse esto á los intereses morales de un país, es perfectamente 
conforme con ellos: lo contrario sería estimular y aun premiar 
acciones reprobadas por la ley divina y por la ley humana, 
aunque ésta, por alto interés social, no las persiga ni castigue, 
ni siquiera intente descubrirlas, mientras no lleguen á produ­
cir escándalo público. .< Las buenas costumbres, dice un ilustre 
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magistrado francés, Mr. Larombier, no se ofenden menos cuan­
do se trata de provocar ó de remunerar su violación. La pro­
mesa de recompensar el concubinaje, ó solamente de indemni­
zar el perjuicio, el daño de sus consecuencias, no es una cau­
sa lícita.» Profeso la misma opinión. 

Sólo cuando á tal unión ilícita ha precedido ó acompañado 
la comisión de un delito, puede exigirse la responsabilidad ci­
vil como consecuencia de la criminal, según se establece por 
nuestro Código penal y en todas las legislaciones europeas. 

La paz, la unión y la seguridad de los intereses y derechos 
de la familia constituida con arreglo á las leyes, aconseja tam­
bién que no se admitan acciones judiciales para obtener la de­
claración de paternidad natural, si no van apoyadas en el re­
conocimiento explícito y directo del padre. 

La mujer casta y honrada que legítimamente se ha unido á 
un hombre, y que cumple fielmente sus sagrados deberes de es­
posa y de madre, tiene derecho á que no se perturbe la paz do­
méstica, ni se vulneren los intereses de sus hijos habidos den­
tro de santo matrimonio con tal género de reclamaciones. No 
hay ningún derecho absoluto, ninguno que no se detenga por 
lo menos ante el derecho de otro, y no puede ser mas sagrado 
y atendible el de una mujer soltera ó viuda que, después de ha­
ber perdido su inocencia, da muestras de no atender mucho á 
su reputación, haciendo públicas faltas que ella era la más in­
teresada en sepultar en el misterio, que el que tiene otra mujer 
que á ninguno de sus deberes ha faltado, á vivir tranquila en 
unión de aquel á quien ha dado el nombre de esposo ante Dios 
y ante la ley humana, y formado el corazón de sus tiernos 
hijos. 

¿Se ha meditado bastante sobre las desastrosas consecuen­
cias que semejantes reclamaciones judiciales llevan siempre al 
seno de las familias, la desunión y las perturbaciones que en 
ellas producen, contra lo que aconsejan los mas fundamentales 
intereses sociales y morales de un país? ¿Ha de quedar expues­
ta la paz, la unión, la concordia de un matrimonio que vivía 
feliz, á las reclamaciones de cualquier mujer que no tema en-
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tregar su propia deshonra á los vientos de la publicidad con 
tal de obtener alguna ventaja material? ¿Es esto moral? ¿Es 
conforme, lo consiente el altísimo interés de la sociedad en la 
unión de las familias y en que no se perturbe con persecucio­
nes que no se funden en actos penados por la ley, ó en hechos 
reconocidos como propios, que legalmente deban producir obli­
gación civil? Permítame la Academia recordar lo que acerca de 
este punto, que es uno de los más importantes en la materia 
que nos ocupa, dice un publicista, inpugnando á otro escritor 
que defendía, «no que pudiera declararse por los Tribunales la 
paternidad fuera de matrimonio, pero que sí podría declararse 
la tiliacion.» «Nosotros habíamos creído hasta aquí que impor­
taba á la ley y á la moral que la mujer que quiere vivir como 
esposa, sin tener el título de tal, tuviese delante de sí la ame­
naza de un abandono, la perspectiva de un triste desenlace y 
de la miseria. Una nueva sabiduría, y que se pretende ser más 
profunda, sostiene lo contrario. Decid á una joven: —Vendeos, 
disipad el precio de vuestra vergüenza; cuando venga la hora del 
cansancio del hombre que os ha comprado, le denunciaréis; si 
tiene mujer legítima, si tiene hijos, envenenaréis su vida, y 
por precio de vuestra delación, de una indignidad mucho más 
grande aún que la que va unida á vuestra caída, la sociedad 
intervendrá y mutilará los derechos legítimos de la sangre en 
beneficio de derechos que las más veces sólo descansarán sobre 
vuestras calumnias. Si sois hábil, si sabéis manejar los instru­
mentos de la intimidación, os economizaréis los gastos, las an­
siedades, las incertidumbres de los debates judiciales, porque 
el hombre sobre el cual se haya fijado vuestra elección, se sen­
tirá condenado por la opinión, en el sólo hecho de que vos le 
hayáis acusado, y, á pesar de su inocencia, tal vez os pedirá 
gracia, pactará, y aun cuando no haya querido compraros nun­
ca, comprará vuestro silencio.» 

No se puede expresar con más viveza, y al mismo tiempo 
con más exactitud, las consecuencias de tales procesos, funes­
tas para el orden de las familias y el buen ejemplo de la socie­
dad y el fin que frecuentemente se persigue en ellos. Se enta-
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blan á veces, no con la probabilidad ni aun con la esperanza 
de buen éxito, sino para obtener por medio de una intimida­
ción moral mucho más grave, para ciertas almas, que la inti­
midación física, lo que en justicia no le corresponde: se busca 
una transacción, y la indemnización de faltas que no se han 
cometido, porque el hombre que desea no aparecer culpable á 
los ojos de su esposa, ni aun de la más leve falta; el padre que 
desea conservar sobre sus hijos, no sólo la autoridad que le 
concede la ley, sino la autoridad moral que sólo puede fundar­
se y sostenerse en una vida morigerada y sin tacha, estará 
siempre dispuesto á hacer cualquier sacrificio para que no se 
hagan públicas acusaciones de ese género, por más que sean 
falsas, y, sobre todo, para que ni aun dudosas aparezcan ante 
su mujer y sus hijos. Y precisamente estas coacciones morales 
ejercen mayor influjo en los hombres más morigerados, más 
pudorosos, permítaseme esta palabra; pues aun cuando el pu­
dor no sea virtud tan esencial, como en la mujer, en el hom­
bre , á nadie desfavorece el no haber perdido la vergüenza. 

Véase, pues, cuánta inmoralidad, cuántos peligros presentan 
tales procesos para la paz moral y material de las familias, sin 
la cual no se concibe el orden social. 

Diráse acaso que estas últimas consideraciones sólo afectan 
á una parte de las acciones judiciales, á las que se dirigen 
contra los jefes de familia. Reconozco que no tienen igual gra­
vedad y trascendencia las que se dirigen contra hombres libres; 
mas no por eso ha de desconocerse la fuerza de las razones que 
antes había expuesto y que son comunes á todos aquéllos. 

Y aun prescindiendo, si pudiera prescindirse, de las razones 
fundadas en el interés moral del país, que he tenido la honra 
de exponer y que bastan en mi juicio para rechazar toda acción 
sobre paternidad fuera de matrimonio que no se funde en el 
reconocimiento explícito, voluntario y directo del padre natural, 
pues ninguna ley debe pugnar con los altos intereses morales 
del país, para el cual se haga, hay otra razón, á mi entender, 
decisiva y fundada en los principios más esenciales del Derecho, 
que conduce á igual resultado. 

TOMO v 64 
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No hay ningún derecho (no hablo ahora de esos que se tie­
nen por muchos como anteriores y superiores á toda ley positi­
va), pero no hay ninguno civil ni aun político de los que de­
claran y conceden las leyes, que no tenga su origen y funda­
mento en un hecho: no se citará uno sólo. Pues bien: para que 
nazca, y los Tribunales puedan declarar el derecho, es absoluta­
mente indispensable que se pruebe el hecho de donde nace. Y 
cuando este hecho es de todo punto insusceptible de justifica­
ción , cuando las indagaciones humanas no pueden llegar á él, 
¿cuál puede ser el origen y fundamento del derecho? No exis­
tirá, como no se concibe la existencia de ningún derecho, sin 
que le proceda ó acompañe simultáneamente el hecho que le da 
origen. Y ¿cómo puede probarse concluyentemente la paterni­
dad fuera de matrimonio? La Naturaleza misma ha interpuesto 
un velo impenetrable para la investigación del hombre, y el pre­
tender penetrar en ese misterio, es ir contra las leyes naturales. 

La misma paternidad legítima, es decir, dentro de matrimo­
nio, no puede ni aun se concibe que pudiera estar sometida á 
tales pruebas. Existe, sí, á su favor una presunción piadosa, 
racional y de derecho, de que los que se han unido en legítimo 
matrimonio, viven bajo un mismo techo y hacen vida común, 
son padre y madre legítimos de los hijos que de aquella unión 
y durante ella han nacido; esto es de legislación universal, es 
el fundamento sólido de la familia y, por tanto, debe ser pro­
fundamente respetado y lo es por todas las naciones cultas. 
Pero suprimid por un momento en vuestra mente aquella 
presunción piadosa, racional y de derecho, y decidme: ¿con qué 
prueba legal podría justificarse ni aun la paternidad legítima? 
Así es que en todos los Códigos modernos se usan, con levísimas 
y no importantes diferencias, las mismas palabras para signifi­
car la paternidad y la filiación legítimas: el Código de Napoleón, 
art. 312, dice textualmente: «El niño concebido durante el ma­
trimonio tiene por padre al marido.» El Código belga, en el 
mismo número, usa exactamente las mismas palabras: « Venfant 
con$u pendant le mar ¡age á pour pere le mari. » El Código de Ita­
lia, art. 159, dice, literalmente traducido: «El marido es padre 
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del hijo concebido durante el matrimonio.» Y el portugués, ar­
tículo 101, más significativo en su lenguaje, dice literalmente: 
«Son tenidos por legítimos los hijos nacidos de matrimonio le­
gítimamente contraído, pasados 180 días después de la celebra­
ción de aquél, ó dentro de los 300 días subsiguientes á su diso­
lución ó á la separación de los cónyuges, judicialmente decre­
tada. » Son tenidos, dice el Código portugués y dicen sustancial-
mente los tres antes citados; es decir, tienen á su favor la pre­
sunción de legitimidad, son considerados, para todos los efectos 
legales, como legítimos, los hijos nacidos de un matrimonio le-
galmente contraído. Y no sólo no se exigen, sino que ni aun se 
admiten como prueba de la filiación legítima, más que el docu­
mento solemne en que se consigne haber nacido de un matri­
monio legítimo; y sólo se admite en el Código de Portugal, 
cuando por motivos no imputables al mismo interesado sea 
imposible presentar aquel documento, la prueba de posesión del 
estado civil, y aun esto con restricciones muy fundadas. 

Mas si aquellas presunciones de derecho pueden y deben 
admitirse como la única prueba posible de la legitimidad de los 
hijos nacidos dentro del matrimonio, porque sin eso no podría 
constituirse la familia, y porque es racional, y honroso á la vez, 
tener por legítimo el que nace de una unión igualmente legíti­
ma , ¿puede ni debe admitirse de igual modo esta presunción 
legal respecto de los que no están ligados por ningún vínculo 
legítimo, que no hacen vida común, y cada uno de los cuales 
vive libremente como le parezca ? No. 

Se dirá tal vez que hay hechos que pueden producir la prue­
ba de la paternidad y filiación fuera de matrimonio: ¿cuáles? ¿las 
relaciones entre dos personas libres? Tampoco. Supongo que se 
justifican éstas y que se alcanza á probar (cosa no imposible, 
pero no común) que aquellas relaciones han llegado al último 
grado de intimidad: pues aun en este caso, la prueba d'Sftales 
hechos no lo sería nunca de que de ellos precisamente tomaba 
su origen la paternidad y la filiación naturales, tratándose de 
personas libres, repito, que no hacían vida común y á quienes 
ninguna presunción legal puede favorecer. 
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Es inútil insistir en este punto: este misterio de la Naturaleza 
es inaccesible á las investigaciones humanas, y si es imposible 
por su naturaleza la prueba de la generación, no puede nacer 
de ella ningún derecho, á no ser que se funde, ó bien en la pre­
sunción racional y legal que sólo las uniones legítimas tienen á 
su favor, ó en el reconocimiento directo de aquel á quien pu­
diera perjudicar el hecho, esto es, del padre natural. 

Deben, pues, prohibirse las acciones judiciales en esta mate­
ria que no tengan por base y fundamento, ó aquella presunción 
legal, ó este reconocimiento, porque prescindiendo de las consi­
deraciones morales y de interés público al principio expuestas, 
por tales acciones se reclaman derechos fundados en hechos ab­
solutamente inaccesibles y fuera de toda indagación. 

Así es que todos los Códigos modernos repelen tales acciones 
y rechazan hasta el entrar en las pruebas que serían indispen­
sables para justificar aquéllas. 

El ya citado Código de Napoleón, art. 340, dice con admi­
rable precisión: «Se prohibe la investigación de la paternidad,» 
y en el 334 exige que el reconocimiento de un hijo natural se 
haga, no sólo directa y expresamente, sino por un acto auténti­
co, cuando no se haya hecho al tiempo del nacimiento. Y nóte­
se la filosofía y la lógica rigorosa con que está escrito este Có­
digo en la materia que nos ocupa, y que es conforme con lo 
que acabo de exponer, de que es físicamente imposible la prue­
ba de la paternidad natural; pues ni aun el reconocimiento del 
padre tiene por tal prueba, sino respecto al mismo. No es una 
prueba; es una obligación que espontáneamente contrae un 
hombre, y la ley le dispensa su sanción; pero tal reconocimiento 
no eleva el hecho á la categoría de legalmente probado, y la 
razón es obvia: los hechos que tienen este carácter, los que la 
ley declara ciertos y probados, lo son para todos y para todas 
las consecuencias jurídicas, no sólo para el que lo haya ejecu­
tado; mientras que el reconocimiento de la paternidad natural 
sólo produce efectos legales en cuanto al mismo que lo ejecuta, 
y no respecto á los demás. Por eso el art. 336 dice textualmente 
que «el reconocimiento del padre sin la indicación y la confe-
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sion de la madre, sólo tiene efecto respecto al padre,» y según 
el 339, «todo reconocimiento por parte del padre y aun de la 
madre puede ser impugnado y contradicho por todos los que 
en ello tengan interés. » De suerte que ni aun el reconocimiento 
de la paternidad fuera de matrimonio se tiene por prueba, sino 
como una obligación voluntariamente contraída y á la que la 
ley presta sanción y eficacia. 

El art. 340 del Código belga, copiado literalmente del de 
Napoleón, dice con el mismo laconismo: « Se prohibe la inves­
tigación de la paternidad.» El Código de Italia, art. 189, aun­
que no con iguales palabras, expresa exactamente la misma 
idea: «La indagación, dice, sobre la paternidad, no es admitida 
fuera del caso de rapto ó de estupro violento , cuando el tiempo 
de estos actos responda al de la concepción;» excepción esta 
última consignada también en el Código francés y en el belga, 
lo mismo que en nuestra propia legislación penal. Y, por último, 
el art. 130 del Código portugués dice, literalmente traducido 
también: «Es prohibida la acción de investigación de la pater­
nidad ilegítima, excepto en los casos siguientes: 1.°, existiendo 
escrito del padre en que expresamente declare su paternidad; 
2.°, hallándose el hijo en posesión del estado en los términos 
que exige el art. 115; 3.°, en el caso de estupro violento ó de 
rapto, coincidiendo la época del nacimiento en los términos in­
dicados en el art. 101 con la época del hecho criminoso.» 

La legislación alemana ha ido más allá: según el carácter 
peculiar de aquel país , revelado en la índole de su propio idio­
ma , se han llevado las consecuencias del mismo principio con­
sagrado por las legislaciones que acabo de citar, hasta las últi­
mas consecuencias, con inflexible lógica. Según la ley prusiana 
de 1854, anterior, por consiguiente, a l a formación del Imperio 
alemán, ni aun la sentencia de los Tribunales, por la cual se 
asignasen alimentos á un hijo natural, y por tal carácter se 
tenía por bastante para que gozase de este estado civil, seme­
jante sentencia no podía inscribirse en el Registro, y sin este 
requisito, allí, como hoy en España, ni aun á los hijos legítimos 
se reconocía su estado civil. Era indispensable una sentencia 
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ejecutoria en que expresamente, con palabras sacramentales, 
se declarase que Fulano era hijo natural de tal persona, y sólo 
desde que esta ejecutoria se inscribiese en el Registro, entraba 
el hijo natural en el goce de los derechos que en este concepto 
le correspondían. 

El espíritu de la ley prusiana se llevó después á las del Im­
perio alemán, y por la ley de 1874 se dispuso que el reconoci­
miento de la paternidad y filiación naturales sólo se inscribiese 
en el registro de nacimientos cuando el presunto padre se re­
conociese y confesase tal ante el funcionario del estado civil ó 
en un acta judicial ó notarial, de suerte que ni aun el recono­
cimiento expreso y directo hecho en documento privado tenía 
fuerza legal. 

Tal es el espíritu de las legislaciones de Europa en el punto 
que nos ocupa. Conforme con él es también el de nuestra le­
gislación; pero la equivocada aplicación que de esta se ha 
hecho en varios y aun muchos casos nos hace aparecer injus­
tamente como una excepción, cuando por el contrario podemos 
con justicia gloriarnos de que 300 años antes que las demás 
naciones europeas habíamos consignado el mismo principio en 
nuestras famosas leyes de Toro , de las cuales acaso se tomaron 
aquéllas, como en otros puntos de Derecho ha sucedido. 

Se ve, pues, que es ya de derecho europeo, como al princi­
pio tuve la honra de indicar, la prohibición de las acciones que 
tengan por objeto la investigación de la paternidad, sin más 
excepción, prescindiendo de la de posesión de estado que esta­
blece el Código portugués, que la de estupro violento y rapto. 
Esta excepción, mucho án\es que los citados Códigos moder­
nos se promulgasen, y que justifican la regla general contraria, 
estaba ya consignada en nuestra legislación. El art. 372 del 
Código de 1850 establecía que los reos de violación, estupro ó 
rapto, serán también condenados por vía de indemnización: 
1.°, á dotar á la ofendida, si fuere soltera ó viuda; 2.°, á recono­
cer la prole, si la calidad de su origen no lo impidiere; 3.°, en todo 
caso á mantener la prole. Exactamente lo mismo se establece 
por el art. 464 del Código de 1870, de suerte que según las 
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legislaciones citadas y la nuestra propia, sólo se obliga á reco­
nocerla prole ilegítima y se prescinde del reconocimiento di­
recto y voluntario del padre cuando ha mediado el delito de 
estupro ó de rapto, y todavía en este último caso con cierta 
limitación. Aun entonces es como parte de la pena impuesta al 
delito, y como indemnización civil del daño causado por el 
delito mismo; mas esto prueba que cuando en la generación 
fuera de matrimonio no media delito definido y penado por la 
ley, no puede obligarse á nadie á que reconozca como propio 
el hijo nacido de una unión ilícita, si voluntariamente no lo 
reconoce el padre. 

Queda demostrado, á mi entender, que, según los principios 
de derecho admitidos ya en todas las legislaciones modernas, 
deben prohibirse las investigaciones de la paternidad fuera de 
matrimonio, y paso á ocuparme de la segunda de las cuestio­
nes propuestas. Algunas naciones no han formado aún su le­
gislación civil, por haber creído más urgente ó más fácil la 
reforma penal; pero no me parece aventurado afirmar que no 
se hará ya en Europa ningún Código civil en que no se rechace 
la investigación de la paternidad. 

En España, sostengo que, según nuestra legislación, no sólo 
no se han admitido nunca hasta estos últimos tiempos, ni pue­
den admitirse hoy las investigaciones de la paternidad fuera de 
matrimonio, sino que ni aun se admitía el reconocimiento pa­
terno como prueba, hasta la esencial modificación que introdu­
jeron en esta materia las leyes de Toro en el siglo xvi. 

Hasta entonces yo no he hallado ni creo que exista en nin­
guno de nuestros antiguos Códigos, y si lo hay, deseo que se 
me cite, no sólo el principio del reconocimiento paterno como 
prueba de la filiación natural , sino que ni aun la palabra re­
conocimiento se halla en ninguno de aquéllos. Se tenía por 
única prueba de la paternidad fuera de matrimonio, lo mismo 
que de la paternidad legítima, una presunción de derecho y 
nada más. 

Respecto á la última, el matrimonio de los padres legal-
mente contraído; el concubinaje ó la barraganía respecto á la pri-
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mera, de suerte que á los ojos de la ley, así como el nacido 
fuera de matrimonio no podía tenerse por hijo legítimo, tam­
poco se consideraba como hijo natural sino al que nacía de 
barragana, es decir, de mujer á la cual tuviese uno en su casa; 
que públicamente y á los ojos de la sociedad estaban unidos 
como si realmente fuesen marido y mujer, no siéndolo, y que 
fuese única. Podía considerarse, como dice el Sr. Pacheco, 
« como el matrimonio natural, » y no existía más diferencia 
entre una y otra unión, de las dos indicadas, que la de haber 
precedido en la una las formalidades exigidas por la ley para 
ser tenida como legítima y haberse prescindido de ellas en la 
otra: diferencia esencialísima, sin duda; pero la presunción legal 
favorecía á los hijos de barraganas, para ser tenidos por hijos 
naturales de los que en tal estado vivían, tanto como á los na­
cidos de legítimo matrimonio para ser tenidos por legítimos. 

Aquella unión es la que hoy mismo se proclama en algunos 
Estados de la docta Alemania por cierta escuela ó soñadores 
que sostienen que para nada se necesitan las fórmulas legales, 
y que basta la unión natural y voluntaria del hombre y de la 
mujer: ciertamente que no se necesita más que esto para disol­
ver las familias y la sociedad; perdóneme la Academia esta li­
gera digresión. El tipo del hijo natural, jurídicamente conside­
rado, está en la definición de una ley romana: Natus etprocrea-
tus ex única concubina retenía in domo, et utroque soluto ex qui-
bus indibitanter videatur procreatus. Esta es la raíz de nuesta le­
gislación en la materia: de ella se derivan nuestras leyes de 
Partida, si bien éstas van bastante más allá que la romana 
citada. 

No molestaré á esta docta Academia con la cita de las mu­
chas leyes de aquel Código inmortal, tan superior á su época, y 
que aún hoy no puede estudiarse sin verdadera admiración, 
por las cuales se demuestra que lo que se llamaba barraganía, 
exactamente igual á lo que los romanos llamaban concubinaje, 
era un estado, si no expresamente aprobado por la ley, indu­
dablemente reconocido y tolerado por la misma, y del cual se 
derivaban efectos legales importantísimos. 
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Pero no puedo menos de citar y aun trascribir aquí la 2.a del 
título XIV de la Partida 4.a, según la cual no sólo podría soste­
nerse el reconocimiento y la tolerancia, sino hasta la aprobación 
explícita de tal estado de barraganía. Dice así: «Comunalmen­
te, según las leyes seglares mandan, todo orne que no fuere em­
bargado de orden ó de casamiento, puede aver barragana sin 
miedo de pena temporal, solamente que non la aya virgen, nin 
sea menor de doce años, niu viuda que viva honesta é que sea 
de buen testimonio.» ¿Es ó no esto algo más que el reconocimien­
to y tolerancia de la barraganía? Pero para mi propósito basta 
con que fuese, y esto no puede negarse, un estado reconocido y 
tolerado por la ley. Y aún, si cabe, es más explícita la ley 1 .a 

de los mismos título y Partida, que dice así: «E esta á tal (la 
mujer ingenua) puede ser retenida por barragana, según las le­
yes , quier sea nacida de vil linaje ó en vil lugar, ó sea mala de 
su cuerpo, quier non.» Aquí se ve ya una autorización expresa 
para que cualquiera pudiese recibir por barragana á una mujer 
que nunca hubiese sido esclava, esto es, según dice la misma 
ley, mujer ingenua que «desde su nascencia es siempre libre de to­
da servidumbre.» De suerte que esta ley, en cierto modo, eleva y 
dignifica á la barragana, pues no permite que lo sea sino la mu­
jer que nunca hubiese sido sierva, que' siempre hubiera sido 
libre. 

No es menos importante, y tal vez lo es más que los anterio­
res, y por eso creo conveniente citarla también, la ley 8.a del tí­
tulo XIII de la Partida 6.a, en la cual, al mismo tiempo que se 
define lo que se ha de entender por hijo natural, se declaran los 
derechos hereditarios que al mismo corresponden. Dice así: 
«Sin testamento, muriendo home que non dexasse fijos legíti­
mos, su fijo natural que oviesse ávido de alguna mujer de que 
non fuese dubda que la él tenía por suya é que fuese el fijo engen­
drado en tiempo en que él non oviesse mujer legítima, nin ella 
otrosí marido, tal fijo como éste puede heredar las dos partes 
de las doce de tod os los bienes de su padre: él é su madre de­
ben partir estas dos partes igualmente. » ¿Hay aquí, ni la 
idea, ni la palabra, ni nada que se refiera al reconocimiento 

TOMO v . 65 
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paterno, para que el hijo nacido fuera de matrimonio sea te­
nido por natural? Sólo gozaba de este concepto legal el que 
hombre soltero ó viudo hubiese tenido de mujer igualmente 
libre, de que non fuese dubda, que él la tenía por suya; es decir, 
que viviese con ella con la misma publicidad con que viven 
unidos y en un mismo hogar la mujer y el marido legítimos. 
Y con razón dice Antonio Gómez en su comentario á esta ley: 
Hic liabes declaratum quid debet concurrere et quis dicatur filius 
naturalits, quod sil procreatus ex soluto et soluta, et quod non est 
dubietas quin pater illam liabébat in concubina. Importa insistir 
en que prescindiendo , porque no es el objeto de mi trabajo, de 
las otras diversas denominaciones de los hijos ilegítimos, tales 
como espúreos, manceres, nothos, etc., hijo natural sólo era el 
nacido de padre y madre solteros ó viudos que vivían en unión 
ilegítima indudable, y tan pública, repito, como la unión de 
mujer y marido legítimos. Fuera de esto, podían ser lo que 
quisieran; pero hijos naturales en el sentido jurídico de esta 
palabra, y con los derechos que sólo á ellos conceden nuestras 
leyes, no sólo no lo eran, sino que no podían ser tenidos como 
tales, aun cuando el padre natural los reconociese si les faltaba 
aquella condición. Y que la circunstancia de que la concubina 
fuese única, como expresamente decía la ley romana ya citada, 
era esencial, se demuestra también por la ley preliminar del 
título XIV de la Partida 4.a , que dice así: «Barragana defiende 
sancta Eglesia que non tenga-ningun cristiano, porque viven 
con ella en pecado mortal. Pero los sabios antiguos que ficie-
ron las leyes, consintiéronles que algunos la pudiesen tener sin 
pena temporal, porque tovieron que era menos mal de haber 
una que muchas. É porque los fijos quenascieren dellas fuesen 
más ciertos.» Aquí se ve claro que jurídicamente sólo se tenía 
por barragana la que era única, y por hijos naturales los que 
de ella nacieran. Es más: éstos únicamente y los que nacían de 
sierva y de su señor, que la tenía en casa, podían ser legitima­
dos por subsiguiente matrimonio, según la ley 1.a del mismo 
título y Partida. Por tanto, la organización de la familia se 
fundaba en estas dos presunciones racionales y de derecho: 
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para la filiación legítima, el haber nacido de matrimonio legí­
timo mientras los padres viviesen unidos; para la filiación na­
tural, nacer de una unión ilegítima, pero tolerada por la ley, 
de hombre y mujer libres que la él tuviesse por suya. Fuera de 
esto, no había filiación legítima ni natural, y ni aun ésta últi­
ma podía legitimarse por subsiguiente matrimonio, si no pro­
cedía de barragana única. En ninguna de estas leyes se lee la 
palabra reconocimiento del padre, ni nada absolutamente que á 
este acto se refiriese: tal condición no existía ni antes ni en el 
tiempo en que se escribieron las Partidas. 

Por último, como final demostración de que jamás nuestras 
leyes hasta el siglo vxi habían reconocido como hijos naturales 
más que á los nacidos de barragana, y que á éstos, si no los 
igualaba con los legítimos, los acercaba, por lo inénos, mucho á 
ellos en su consideración social y en sus derechos, copiaré li­
teralmente la ley 1 .a del título XI de la Partida 7.a, en el punto 
de honor más delicado en aquella ya remota época, y según las 
preocupaciones que en la sociedad reinaban entonces; dice así: 
«De los desafiamentos: E desafiar pertenesce señaladamente á 
los fijos dalgo é non á los otros ornes por razón de la fe que 
fué puesta entre ellos, así como desuso dijimos. É fijo dalgo es 
aquel que es nacido de padre que es fijo dalgo, quier lo sea la 
madre, quier non, sólo que sea su mujer velada ó amiga que 
tenga conoscidamente por suya,» es decir, «de barragana.» 
Y hé aquí que la ley á los así nacidos los iguala á los hijos 
legítimos, concediéndoles el honor, señalado y apetecido en 
aquella época, de poder desafiar, declarándolos fijos dalgo, con 
tal que el padre lo fuese. 

En tal estado de nuestra legislación, vino la ley de Toro, y 
por primera vez en el larguísimo periodo que aquella compren­
de desde el Fuero Juzgo hasta la reunión de las Cortes en aque­
lla ciudad, no se habla del reconocimiento paterno como medio 
de prueba de la filiación natural. 

Con razón se introdujo esta importante novedad, porque el 
estado de la sociedad y las costumbres públicas habían cambiado 
notablemente y exigían una alteración análoga en las leyes-
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La barraganía, tan común en los siglos medios, y cuando se 
escribían las Partidas, á influjo de una nueva y más perfecta 
civilización se había ido haciendo cada vez menos frecuente, 
hasta el punto de que ya hoy apenas se conoce, sea dicho en 
justicia y honor de nuestro siglo. 

No pareció, por tanto, justo á los legisladores de Toro, limi­
tar la prueba de la paternidad natural á un estado que había 
casi desaparecido, y admitió como prueba el reconocimiento 
del padre. Si hasta entonces no se conocía en derecho más que 
la de haber nacido de barragana, única, por tal tenida públi­
camente desde la promulgación de las leyes de Toro, subsis­
tiendo este mismo medio de justificación, se admitió el del re­
conocimiento , pero nada más. 

Véase, pues, la novedad importantísima y altamente favora­
ble á los hijos nacidos de unión ilegítima, pero de padres que 
podían casarse, que introdujo en nuestra legislación la ley de 
Toro: según ella, puede ser legitimado por subsiguiente matri­
monio un hijo nacido fuera de él, con sólo que el padre y la 
madre, y aun el padre sólo, le reconozcan; según las leyes de 
Partida, sólo podía serlo el que naciese de barragana ó de 
sierva y del señor de ésta. 

Mas si la legislación de Toro admitió como prueba de pater­
nidad natural el reconocimiento del padre, no admite absolu­
tamente ninguna otra más que ésta y la barraganía, y, por 
tanto, implícitamente rechazó la investigación judicial de la 
paternidad; y no puede fundarse en aquella legislación el de­
clarar hijo natural de persona determinada al que no tenga en 
su favor el reconocimiento directo del padre, ó el haber nacido 
de barragana; pero esta última condición es tan rara por for­
tuna , que yo no tengo noticia de un solo caso. 

La lectura de la ley 11 de las que forman dicha legislación, 
creo que bastará para convencer de esta verdad jurídica á todo 
ánimo despreocupado: «Y porque no se pueda dudar, dice, 
cuál son hijos naturales, ordenamos y mandamos que entonces 
se digan ser los hijos naturales , cuando al tiempo que nascie-
ren ó fueren concebidos. sus padres podían casar con sus ma-
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dres justamente sin dispensación; con tanto que el padre le 
reconozca por su hijo, puesto que (aunque) no haya tenido la 
mujer de quien lo ovo en su casa nin sea una sola. Ca con­
curriendo en el hijo las calidades susodichas, mandamos que 
sea hijo natural.» 

El sentido de esta ley no puede ser más claro: « con tal que 
el padre le reconozca por hijo suyo,» y que pudiera aquél 
casarse legítimamente con la madre de éste, era hijo natural, 
aun cuando no la hubiese tenido en su casa ni fuese única 
como hasta entonces exigían las leyes de Partida. 

Pues según dicha ley de Toro, no puede ser tenido como 
hijo natural el que no sea reconocido por su padre, porque este 
reconocimiento exige la ley como condición esencial para que 
un hijo pueda ser declarado natural, y es incuestionable que 
ningún acto jurídico en que se exige una condición, produce 
efectos legales si la condición no se cumple. 

Y, sin embargo, en varios y aun muchos casos se ha decla­
rado la paternidad natural, no sólo sin que preceda aquella 
condición que exige la ley, pero aun contra ella, es decir, con­
tra la negativa solemne y reiterada del que se pretendía fuese 
padre. 

Ignoro si realmente existe jurisprudencia que autorice tales 
declaraciones, y, aunque lo supiese, no tendría necesidad ni 
aun debería decirlo, porque procuro examinar esta importante 
cuestión en la alta esfera de los principios y de nuestra legis­
lación. 

Pero si, con efecto, existiese tal jurisprudencia, respetándola 
sinceramente y sin atreverme yo á calificarla de corruptela, como 
hace el Sr. Pacheco con la libertad de publicista que en mi no 
sentaría bien, creo sería perfectamente lícito procurar el cam­
bio de tal jurisprudencia por medio de la discusión templada, 
decorosa y sin la menor ofensa de los que hubiesen contribuido 
á crearla. 

Por muy respetable que sea la jurisprudencia establecida pol­
los Tribunales, como lo es, en efecto, no puede serlo más que 
la ley; y si ésta puede ser examinada y censurada por todos 
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los medios legítimos de discusión, no puede menos de serlo 
igualmente la jurisprudencia. Lo que no es lícito es predicar 
la inobservancia y la falta de respeto de todo lo que constituye 
nuestra legislación; pero negar el derecho de procurar su re­
forma, si parece conveniente, por medio de la discusión en la 
prensa, en las Academias y en los Ateneos, sería cerrar la puer­
ta á todo progreso científico y legislativo, lo cual es incompa­
tible con la marcha progresiva de la humanidad y con la forma 
de Gobierno que nos rige. 

No sé, repito, si existe jurisprudencia contraria al sentido 
que yo doy á las leyes citadas: si existe, la respeto sincera­
mente , mientras exista; pero este respeto no se opone á que si 
no pareciese arreglada al texto de la ley, contra la cual no cabe 
jurisprudencia, ae procure su reforma. Las leyes, como la ju­
risprudencia, pueden modificarse y variarse por los mismos 
medios con que legítimamente se hayan establecido. 

Permítame la Academia que á este mismo propósito recuer­
de lo que ocurrió en Francia. Durante muchos años, nada 
menos que desde 1819 á 1837, rigió una jurisprudencia en 
cierto punto de derecho penal, que el sabio Mr. Merlin, Procu­
rador general, de quien tan brillante elogio hace Savigny, 
había contribuido á crear; le reemplazó en tan elevado cargo 
Mr. Dupin, que profesaba la doctrina contraria; sostúvola por 
muchos años, combatiendo constantemente la jurisprudencia 
que encontró creada; ésta fué con igual constancia mantenida 
por el Tribunal de casación, hasta que por fin, después de 
nuevas y maduras deliberaciones, reuniéndose las Cámaras ó 
Cortes de justicia penal, cambió la jurisprudencia, triunfando 
la doctrina del Procurador general Mr. Dupin. Pues bien: lejos 
de sentirse humillado ni ofendido Mr. Merlin, que tanto con­
tribuyó á la creación de la jurisprudencia últimamente anula­
da, escribió á su sucesor estas memorables palabras, que honran 
tanto á su modestia, propia de su sabiduría, como á la rectitud 
de su espíritu, que sólo había buscado y deseado la verdad: 
Vofre réquisitoire tría convenga: j'adfwre á la doctrine de Varrét. 
Bien podía, sin mengua, confesarse vencido en una ocasión el 
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que tantos triunfos había obtenido por su ciencia y con su 
autorizadísima palabra; su ejemplo es digno de imitación, y 
nadie debe avergonzarse de haberse equivocado alguna vez y 
de confesar su error, y menos que nadie los que tengan estre­
chísimo deber de procurar la verdad y, ante todo y sobre todo, 
el triunfo de la justicia. Lo digno de severa censura, lo culpa­
ble sería persistir en el error después de ser conocido. El mismo 
príncipe de los jurisconsultos romanos en su época, Papiniano, 
confesaba sus errores con laudable ingenuidad, y nadie le ha 
negado por eso su gran sabiduría. Sic nóbis alienando placébat, 
sed in contrario me vocat Sabini sententia. 

Mas, haya ó no verdadera jurisprudencia en esta materia, es 
indudable que en muchos casos se ha declarado la paternidad 
natural, no sólo sin la condición claramente exigida por la 
citada ley de Toro, que es la fundamental, sino contra las afir­
maciones del pretendido padre. A veces también se ha declara­
do lo contrario, y no hace muchos años la Audiencia de esta 
Corte desestimó la demanda por no haberse probado, decía, el 
reconocimiento del padre. Yo tuve ocasión de entender en 1851, 
como Magistrado de esta misma Audiencia, en pleito de igual 
índole, y se desestimó la demanda; y si bien no se fundaban 
entonces las sentencias, y no se sabían las razones en que se 
apoyasen, sino que á lo sumo se presumían, puedo asegurar, 
porque lo conservo tan vivo en la memoria como si hubiese 
ocurrido hoy mismo, que fué la de no haber reconocimiento 
directo y expreso por parte del padre, no obstante existir prue­
ba de las relaciones que mediaban entre la madre demandante 
y el presunto padre, y aun algo más. 

Esta divergencia existe siempre, no puede menos de existir, 
cuando se sale del texto legal y se entra en lo arbitrario. ¿Pue­
de , debe subsistir tal estado de cosas, y ha de quedar expuesta 
la suerte, la tranquilidad de las familias , la paz doméstica á 
juicios arbitrarios y contradictorios, en vez de que la ley sea la 
garantía de todos los derechos ? 

Y ¿cuál puede ser el fundamento de esas declaraciones de 
la paternidad ó de la filiación naturales, sin y contra el reco-
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nocimiento del padre? Que el reconocimiento puede ser tácito, 
indirecto, presunto, porque la ley no exige que el reconoci­
miento sea expreso. Apenas puedo concebir que se haya in­
currido por nadie en este, á mi juicio, grave error. La ley no 
exige, con efecto, esto último, porque no sólo no era necesario, 
sino que no debió hacerlo. Cuando la ley exige el reconoci­
miento , se refiere sin necesidad de más expresión al reconoci­
miento directo, expreso, espontáneo, solemne. Ni en nuestra 
legislación ni en ninguna de Europa, se entiende de otro modo-
Gramatical y jurídicamente; el reconocimiento de un hecho es 
la confesión libre, espontánea, expresa del hecho mismo por 
parte del que lo ha ejecutado. 

Cuando en cualquier legislación se exige como prueba de un 
hecho el reconocimiento del que lo ha ejecutado, la falta de 
éste no podría suplirse por ningún otro medio. Si la ley penal 
exigiese, para que pudiera ser aplicada la pena, el reconoci­
miento del delito por parte del delincuente, sin duda alguna le 
bastaría á éste negar para que la pena no pudiera serle im­
puesta. Se admiten otras pruebas, porque la ley así lo deter­
mina expresamente. 

Además, la necesidad de acudir á esos otros medios de prue­
ba , de los cuales se pretende que nazca el reconocimiento tá­
cito ó presunto, demuestra que el reconocimiento no existe, 
porque mediando éste, no habría para qué apelar á aquellas 
conjeturas. Sería esto sustituir al reconocimiento, á la confe­
sión del hecho, la convicción del Juez, y esto no lo permite la 
ley. Lo que se pretende que sea reconocimiento presunto, no 
es, á lo sumo, más que la prueba del hecho, nunca el recono­
cimiento de éste por su autor. ¿ No es una contradicción patente, 
un verdadero absurdo, suponer que tácitamente ha reconocido 
un hecho propio el mismo que expresamente le niega? Ni lógi­
ca ni jurídicamente puede admitirse que el que niega un he­
cho le confiesa al mismo tiempo. 

Por último, á lo que, sin advertirlo, se aspira por este me­
dio, es á suplir con otras justificaciones la falta de la única que 
admite la ley, que es el reconocimiento paterno, y en nadie hay 

i 
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derecho para ello. ¿Y cuáles serían esas pruebas, de donde se 
derivase el reconocimiento tácito ó presunto? ¿Dónde está la 
ley que las fija? Para unos bastaría la prueba fundada en la 
existencia de ciertas relaciones; para otros sería esto insuficien­
te : exigirían, por ejemplo, que se hubiesen pagado los gastos 
del parto; para otros ui aun esto, sino que se hubiese pagado 
la nodriza de la criatura; otros exigirían que algunas veces 
hubiese dado á ésta el dulce nombre de hijo, etc., etc. Se entra­
ría, como he dicho, en el campo de lo arbitrario; las cuestiones 
se resolverían, no sólo en diverso, sino en contradictorio sen­
tido, y los intereses y los derechos de la familia no tendrían 
ninguna garantía en la ley, que es donde deben tenerla. Este 
era también el estado de Francia, como dice el publicista antes 
citado, orador del Gobierno: «los juicios eran arbitrarios , y la 
jurisprudencia de los Tribunales en extremo variable. » 

La organización de la familia, sus legítimos y sagrados de­
rechos no pueden permanecer en semejante estado de incerti-
dumbre, y expuestos á peligros de esta clase. «La sociedad, 
como dice nuestro insigne jurisconsulto, debe señalar reglas 
absolutas, por donde se tome y se deduzca la filiación y la pa­
ternidad; hechos solemnes que sean presunciones legales de las 
mismas, y que no puedan suplir ningunos otros medios.» La 
ley de Toro, que está inserta en la Novísima Recopilación, dice 
textual y expresamente: «con tanto que el padre lo reconozca,» 
pues nadie tiene derecho para sustituir este medio de prueba 
con otro alguno, y menos aún con el convencimiento indivi­
dual del Juez, que debe someterse siempre al criterio augusto 
de la ley. Y que el reconocimiento no tiene ni gramatical y 
menos aún jurídicamente en nuestra legislación, ni en ninguna 
de Europa, otra significación y sentido que el reconocimiento 
directo, voluntario y expreso, lo dejo demostrado. 

Ni puede ser de otro modo, si la familia ha de constituirse 
en una forma sólida, clara, inequívoca, en vez de dejarlo fiado 
al acaso, á lo arbitrario. Pues qué: los hijos naturales ¿ no for­
man parte de la familia? ¿No tienen derecho á llevar el apelli­
do de su padre, ni más ni menos que los hijos legítimos? ¿No 
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tienen derecho por falta de éstos á la sexta parte de los bienes 
de su padre y á los de su madre ? Pues si tan importantes de­
rechos les conceden las leyes, justo es que su nombre y su orí-
gen consten en forma tan solemne y cierta como la de sus her­
manos naturales. 

En conclusión: en buenos principios de legislación, y según 
nuestras leyes, así como la legitimidad de la filiación sólo pue­
de nacer de la unión legítima de los padres, la filiación natural 
sólo puede fundarse en el reconocimiento expreso del padre. De 
este modo quedan garantidos todos los derechos y se obedece á 
una regla clara, precisa, y que aleja todo temor de lo arbitrario. 
Este es el sistema seguido ya por todas la naciones de Europa, 
y que 300 años antes se había establecido en nuestras leyes, di­
cho sea en honra de nuestra patria. Sucede en este punto, y 
permítame la Academia también esta pequeña digresión, loque 
en algunos otros de legislación: se lisonjean varios publicistas 
extranjeros de ciertas decisiones legislativas, teniéndolas, no sólo 
por buenas, y lo son, en efecto, sino por originales. Y, sin em­
bargo, en nuestras leyes se encuentran, si bien se examinan y 
rectamente se entienden, el principio y fundamento de aquéllas. 

Paso á ocuparme de la tercera y última de las cuestiones pro­
puestas, que, como al principio indiqué, ni aun el nombre de 
tal merece, á mi juicio. Pedir en justicia á la Jwrencia (porque 
así se ha dicho á veces) ó á los herederos de uno que falleció 
seis, ocho, diez ó más años antes, que se la ó se les condene á 
reconocer que este último fué padre natural de cualquiera, es, 
á mi entender, no sólo contra la ley, puesto que tal reconoci­
miento nadie puede hacerle ni á nadie se puede exigir más que 
al mismo autor del hecho, sino que pudiera, sin exageración, 
decirse que envuelve cierta iniquidad y que llega hasta el ab­
surdo. 

Se dirige la acción realmente en tales casos contra el que ya 
no existe, contra el que si en vida se hubiera reclamado, tal 
vez con una sola palabra, con una carta, con la revelación de 
un secreto, hubiera reducido al silencio al reclamante; pero 
aquella palabra, aquel escrito, aquel misterio se han enterrado 
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con la persona á quien pertenecían, porque esos secretos más 
íntimos de la vida privada no se trasmiten con los bienes ni 
con los derechos hereditarios. Se exige á los herederos que con­
testen á lo que no pueden contestar, á lo que es completamen­
te extraño á su vida y á sus actos, á lo que sólo podría respon­
der el mismo que sobre ello es demandado, y éste ya no existe. 
Acaso se ha esperado su muerte para que ni él ni nadie pudie­
ra por él responder, y para herir su memoria y buen nombre, 
que con él habían bajado íntegros á la tumba. 

Esto no puede admitirse. Sin duda que las acciones persona­
les, y más aún las reales, pueden ejercitarse contra los herederos 
de cualquiera; pero ¡qué diferencia media entre unas y otras! 
En aquello sobre lo que nadie tiene que guardar reserva, y an­
tes bien todos procuran ponerlo en claro, no hay inconveniente 
ni principio de injusticia en admitir tales acciones. El heredero 
á quien se reclaman bienes, ó deudas de la herencia que reci­
bió, tiene á su disposición, para defenderse, los Archivos, los 
protocolos, los papeles públicos y privados de aquel á quien re­
presenta, porque en todo esto nadie tiene que procurar el mis­
terio, sino que, por el contrario, todos procuran dejarlo muy en 
orden y claro; mas en lo que se relaciona con las miserias y de­
bilidades de la vida privada, no hay medio: ó se reconocen ex­
presamente, ó se consignan en la última voluntad, y de uno y 
otro hay frecuentes ejemplos, ó se ha querido guardar sobre ellos 
el más profundo secreto, y se ha llevado éste al sepulcro. 

En estos principios se funda nuestra sabia legislación penal 
de 1848, que subsiste aún hoy. Según ella, no puede entablar­
se ni admitirse acusación contra el que no exista. Hase creído 
por algunos, examinando muy superficialmente esta disposición, 
que su fundamento era la imposibilidad de hacer efectiva la 
pena, por lo que sería ilusorio y baldío el juicio. Si esta fuese, 
en efecto, la razón y fundamento de la ley, sería insuficiente 
para justificarla, porque si las penas corporales no podrían 
hacerse efectivas, podrían serlo las pecuniarias, y, sobre todo, 
las idemnizaciones civiles, que es lo que comunmente importa 
más á las personas agraviadas por el delito. 
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Pero la filosofía de la ley es otra y más profunda: es que 
creyó, y con razón, que sería injusto, realmente inicuo el ad­
mitir acusaciones contra quien ya no puede combatirlas, y ex­
poner á la difamación á los que no viven para defender su 
honra y el buen nombre con que terminaron sus días. No ha 
querido que se rompa la losa del sepulcro para perseguir las 
cenizas y la memoria que cubre 

Pues por la misma razón filosófica, y aun con más motivo, 
deben rechazarse esas otras reclamaciones, con las cuales se 
ofende también y lastima á los que no existen, se ataca á los 
que no pueden defenderse, se perturba la paz de las familias 
y se relajan los sagrados vínculos que á éstas deben ligar. 

Si con arreglo á la indicada disposición de la ley penal 
(art. 132), la responsabilidad en cuanto á las penas personales 
se extingue siempre con la muerte del reo, y las pecuniarias 
cuando al fallecimiento de éste no hubiese recaído sentencia 
firme, es decir, aun después de hecha toda la defensa, de su­
ministrar todas las pruebas que pudieran favorecer al acusado, 
y aun de dictarse sentencia definitiva, mientras ésta no llegue 
á ser firme, ¿cómo puede en justicia admitirse la investigación 
de la paternidad, y declararse responsabilidad civil ó pecunia­
ria respecto á los que, no existiendo ya, no han hecho ni po­
dido hacer su defensa, ni presentar las pruebas do su inocen­
cia? No puede admitirse tan enorme contradicción: no existe 
en realidad entre esta disposición del Código penal y nuestras 
leyes civiles; ni según el primero, ni con arreglo á éstas, puede 
legalmente admitirse la persecución de hechos que produzcan 
este género de responsabilidades respecto á los que han deja­
do de existir. 

Con razón, pues, los Códigos modernos de las naciones más 
adelantadas, que antes he citado, prohiben el ejercicio de tales 
acciones , lo mismo contra los vivos que contra los que no exis­
ten ; y el de Portugal, que admite aquéllas en los limitados ca­
sos que constituyen la excepción de la regla general contraria, 
no permite que tales reclamaciones se dirijan contra los que 
hayan muerto ni contra sus herederos. En el artículo 133 de 
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dicho Código se dice: «Las acciones de investigación de pater­
nidad ó de maternidad sólo pueden intentarse en vida de los 
presuntos padres, salvas las excepciones siguientes: 1.a Si los pa­
dres fallecieren durante la menor edad délos hijos; porque en este 
caso tienen éstos el derecho de la acción aun después de la muer­
te de los padres, con tanto que lo hagan antes que espiren los 
cuatro primeros años de su emancipación ó menor edad. 2.a Si 
el hijo obtuviere de nuevo documento escrito y firmado por los 
padres, en que éstos revelen su paternidad; porque en este 
caso puede proponer acción en todo tiempo en que haya alcan­
zado el sobredicho documento: esto sin perjuicio de las reglas 
generales acerca de la prescripción de los bienes. 

Y ¿cuáles serán las consecuencias de tales reclamaciones? 
La completa inseguridad, la incertidumbre, el peligro constante 
de los derechos y de los intereses de la familia. En vano el 
padre más diligente y cuidadoso procuraría, como todos tienen 
el deber de hacerlo, dejar en perfecta claridad y seguros bajo 
la garantía de las leyes los derechos de sus hijos: todo su esmero, 
todas las precauciones que adoptara serían inútiles. La tranqui­
lidad con que en este punto hubiese terminado sus días sería 
infundada, ilusoria porque al cabo de ocho, diez ó más años, 
cuando hasta su memoria se hubiera borrado de entre los 
vivos, vendría una mujer ó un pretendido hijo, inscrito en los 
Registros como de padres desconocidos, reclamando derechos 
fundados en su filiación natural. Sorprendidos con tan inespe­
radas y tardía reclamación, la mujer y los hijos legítimos no 
sólo no tendrían medio alguno para defenderse por la índole 
misma de la reclamación, pero ni aun sabrían qué contestar. 
Ni á la mujer ni á los hijos había revelado nunca los misterios 
de su vida privada antes ó después del matrimonio el que ya 
no existía, el único que hubiera podido responder victoriosa­
mente la reclamación; y quedando, si no legalmente, sí moral-
mente indefensos, serían con seguridad vencidos, y tendrían 
que ceder parte de los bienes heredados de su legítimo padre 
para satisfacer los derechos declarados á los pretendidos hijos 
naturales bajo la forma de alimentos, que en ocasiones, y tam-
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bien contra la ley, se han convertido en verdaderas pensiones 
vitalicias, de las cuales acaso disfrute después el verdadero 
padre natural unido á la madre en legítimo consorcio. 

No concibo que tal estado de cosas, tan contrario al orden 
social, pueda ser por nadie defendido ni que pueda continuar. 

Con lo expuesto creo haber probado: 1.°, que en la legisla­
ción de todo pueblo culto debe prohibirse, y se ha prohibido en 
las más modernas y más filosóficas, toda investigación de la 
paternidad fuera de matrimonio; 2.°, que tales investigaciones 
no se han admitido tampoco en ningún tiempo por nuestras 
leyes: hasta el siglo xvi, porque la filiación natural sólo podía 
deducirse jurídicamente del hecho de haber nacido el que la 
reclamase, de mujer que el presunto padre tuviese pública­
mente y en su propia casa, como si fuese mujer propia, y des­
de la promulgación de las leyes de Toro, porque éstas, sin ex­
cluir la prueba de aquel hecho, agregan á ella, y en su defec­
to, el reconocimiento del padre; pero no admiten ninguna 
otra; 3.° y último, que aun suponiendo, lo que apenas ni aun 
hipotéticamente puede admitirse, que, según nuestras leyes, 
fuese lícita la investigación de la paternidad, nunca, en nin­
gún caso, podría permitirse que aquélla se dirigiese contra los 
que han dejado de existir.— EL MARQUÉS DE REYNOSA. 


